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Después de aprobarse la Constitución y los estatutos de las Comunidades Autónomas, 
éstas emprendieron la regulación legal de los servicios sociales. Las diecisiete leyes 
trajeron un cambio muy importante en la construcción del edificio institucional -yen la 
identificación- de la rama de actividades que denominamos servicios sociales. En el 
texto que sigue, se examinan las aportaciones de este bloque normativo. La operación 
constructora indicada no se paró, sino que siete Comunidades cambiaron sus leyes 
iniciales. En el análisis propuesto, se reseñan las aportaciones de estas nuevas leyes 
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..0lIlIIII Introducción 
Tras aprobarse la Constitución y los estatutos de las Comunidades Autónomas, 
éstas acometieron la regulac ión lega l de los servic ios soc iales . Abrió el camino 
la Comunidad del País Vasco, mediante su Ley 6/ 1982, de 20 de mayo, sobre 
Servic ios Sociales . La postrera en esta iniciati va fue Cantabria, que promulgó 
diez años después la Ley 511992 , de 27 de mayo, de Acción Social. Estas 
diecisiete leyes trajeron un cambio muy importante en la construcción del 
edificio institucional -yen la identificac ión- de la rama de actividades que 
denominamos serv ic ios soc ia les. En el tex to que sigue, efxamino las 
aportac iones de este bloque normativo en cuanto tal. 1 
La operac ión constructora indicada no se detuvo, sino que siete Comunidades 
cambiaron sus leyes iniciales. En el análisis que propongo a continuac ión, 
reseño las aportaciones que traen estas nuevas leyes,' que son las siguientes: 
Ley 4/ 1993 , de 23 de abril , de servicios sociales, de Gali cia; Ley 5/1996, de 18 
de octubre, de servicios soc iales, del País Vasco; Ley 5/1997, de 10 de julio, por 
la que se regula el Sistema de Servicios Sociales en el ámbito de la Comunidad 
Valenciana; Ley 1/2002, de I de marzo, de Servicios Sociales, de la Rioja; Ley 
1/2003, de 24 de febrero, de servicios sociales, de Asturi as; Ley 11 /2003, de 27 
de marzo, de Servicios Sociales, de Madrid; y Ley 3/2003 , de 10 de abril, del 
Sistema de Servicios Sociales de la Región de Murcia. 
Rama técnica de actividades 
En primer lugar, las diecisiete primeras leyes de servicios sociales y/o acción 
soc ial contribuyeron a que emergiera una rama de actividades técnicas definida 
por su contenido material y no por sus destinatarios, contingencias y/o régimen 
instituc iona l. En la Beneficencia pública -como en la privada- se mezclaban los 
contenidos técnicos de la acción - asistencia san itaria, servic ios sociales, ayuda 
material, educación-o Los nuevos servicios sociales, potenciando antecedentes 
privados y de la Seguridad Social, configuran una rama técnica paralela a la 
sani taria, la educativa y la de prestac iones monetarias. 
Hago la anterior apreciación general sin olvidar dos circunstancias que la relativizan. 
En primer lugar, las leyes de las Comunidades Autónomas reguladoras de los 
servicios sociales incluyen también prestaciones monetarias que, por el volumen y 
el régimen de las que provee la Seguridad Social, tienen carácter marginal. Yo creo 
que esa mixtura refleja la conciencia marginalista de los legisladores de las 
Comun.idades Autónomas -y de sus inspiradores, c1aro-. En segundo lugar, las 
citadas normas enfa tizan el enfoque de los colectivos desfavorecidos, lo que supone 
un cierto riesgo de desdibujam.iento de la rama; en el orden práctico, éste enfoque 
puede ser útil para la integralidad de ciertas acciones selectivas a favor de tales 
colectivos, a la vez que entraña el riesgo de contribuir a su remarginalización. 
Las segundas leyes siguieron la senda de sus precedentes en el asunto indicado. 
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Sistema público 
En la coyuntura de la transición a la democracia era objeto de gran inquietud la 
acumulac ión de instituciones públicas proveedoras de servicios sociales que 
llegó a forn1arse. Por otra parte, eran muchos los que consideraban indeseable 
la amplia presencia relativa en la rama que consideramos del sector privado no 
lucrati vo; e ilegítima, la muy modesta del privado mercantil. Para lograr, a la 
vez, la responsabilidad del poder político y su control de la base principal de 
los servic ios soc iales, en iniciati vas tan importantes como vendrán a ser sendas 
reso luciones del PSOE en sus XXVIII y XXIX Congresos --celebrados en 1979 
y 198 1- se adopta la idea de sistema público. El principio de responsabilidad 
pública será asumido por el común de las diec isiete primeras leyes. Las 
mismas, por otra parte, se dan como objeto de la regulación de sistemas de 
servicios sociales: sistema público estri cto, con di sciplina dura para las 
entidades vo luntarias -y excluyente de las mercantiles-, en la mayorí a de los 
casos; sistema acogedor de aquellas en unas muy pocas leyes con tintes 
democri stianos. Sea como fuere, es pos ible decir que cada comunidad 
autónoma sentó las bases para construir un sistema público de servicios 
soc iales baj o la responsabilidad plena de su poder político. 
La Benefi cencia pública era un obstáculo formal para la construcción del 
sistema públi co unitario que se pretendía ; pero la parte de aquella 
correspondiente a las Comunidades Autónomas fue siendo difuminada por 
medidas organizatorias. La competencia del Estado central en la legislación 
bás ica y el régimen económico de la Seguridad Social y, por ende de sus 
servicios sociales, quebraba formalmente más aun que la Benefi cencia el ideal 
de sistema unitario; pero tales competencias no fueron ejercidas para objetivos 
relevantes y los servicios se fueron transfiri endo. Paradójicamente, la quiebra 
más importante del ideal de sistema público unitario vendría por la división 
competencial de los servicios sociales en el interior de las Comunidades 
Autónomas. Sin perj ui cio de que me refiera a esto después, debo adelantar 
ahora que la citada división competencial no ha ido acompañada de una 
arti cul ac ión automática de la atención entre las di stintas esferas 
competenciales, ni se han prev isto suficientes instancias de coordinación con 
autoridad para realizarla. 
Las egundas leyes siguen también, en lo que concierne al sistema público, la 
pauta de sus antecedentes. Coinciden en establecer la responsabilidad pública 
sobre el sistema de servicios sociales, a la vez que varía el perímetro 
institucional del mismo: desde sólo lo público de gestión directa hasta la suma 
de lo público de gestión directa o concertada, más lo privado subvencionado; 
la Ley vasca opta por la fórmula que me parece adecuada al asoc iar a lo publico 
estricto lo privado concertado. 
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Garantía y financiación 
Es francamente pobre el resultado de las diecisiete primeras leyes en cuanto al 
régimen jurídico y al financiero. La crítica del legado franquista señalaba la 
carencia de garantía en el acceso a las prestaciones. Se atribuía carácter 
graciable a las actuaciones de la Benefi cencia y de la Asistencia Social públicas 
- aun cuando parece que lo correcto hubiera sido dec ir que su régimen era 
discrecional- .3• Para superar la inseguridad y la dependencia administrativa del 
benefi ciario se reivindicaron servicios sociales de carácter obligatorio y con 
acceso mediante derecho subjetivo a sus prestaciones; como las pensiones de la 
Seguridad Social, plenamente regladas. Opta por la garantía del acceso la 
Resolución del PSOE de 1979 (H.5). En un fo lleto del movimiento de 
renovación de los servicios sociales se afirmaba que los mismos "Son un 
derecho de los ciudadanos": Y aun hallamos esta idea en el preámbulo de 
alguna ley de servicios sociales, como la de Aragón: "Un sistema que termine, 
definiti vamente, con la graciabilidad inherente a las concepciones benéficas y 
que se fundamente en el reconocimiento de unos derechos subjetivos del 
ciudadano, cuya contrapartida es la obligatoriedad de los poderes públicos en 
hacerlos efectivos". 
Pero ninguna de las diecisiete primeras leyes de acción social y/o servicios 
sociales instituyó ni una sola prestación garantizada jurídicamente. Por lo 
demás, este defecto no quedó paliado mediante una financiación holgada y 
segura. Sobre esto último, recuérdese que la oferta de prestaciones básicas ha 
estado - y sigue- dependiendo de algo tan aleatorio como unos conciertos 
anuales impulsados por el Gobierno de la Nación . . . 
En las segundas leyes se encuentran algunos avances en la formulación de 
garantías del acceso a las prestaciones de los serv icios sociales, pero la única 
que prevé el establec imiento del derecho subjeti vo correspondiente es la 
asturiana. Dije que prevé porque remite la concreción del contenido de tal 
derecho a una norma reglamentaria, que debería aprobarse en el plazo de dos 
años; han trascurrido ya sin que se haya cumplido ta l previsión. En cuanto a la 
financiación, no encontramos en las nuevas leyes disposiciones que la vinculen 
a la demanda efectiva, que sería lo interesante desde el punto de vista de los 
ciudadanos. 
Ámbito subjetivo 
También fue objeto del movimiento de reforn1a de los serv icios sociales el 
ámbito subjetivo de los mismos. Se aspiraba al uni versali smo, que se 
contraponía al ámbito selectivo y margina lista de la Beneficencia y de la 
Asistencia Social, el cual excluía a amplias capas de población, no pobre, pero 
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tampoco acaudalada, y comportaba riesgo de estigmatización social. El 
universalismo superaría, por otra parte, el enfoque profesional propio de la 
Seguridad Social contributiva, única existente a la sazón. El PSOE adopta en 
la citada Resolución de su XXVII[ Congreso el principio de universalidad en 
la protección. De diferentes maneras, las leyes de acción social y/o servicios 
sociales recogen el guante ideológico de la universalidad, en cuanto a la 
cobertura personal. 
El universalismo proclamado por las leyes de las Comunidades Autónomas tenía 
enfrente a la sazón ciertos límites formales, como la subsistente Beneficencia 
pública y el régimen propio de los servicios de la Seguridad Social. Pero el 
verdadero fallo del universalismo de acceso vino por el racionamiento de la 
oferta. Año tras año se dotaron - y se siguen dotando- los servicios sociales con 
una financiación manifiestamente inferior a la necesaria para cubrir la demanda, 
no ya potencial , sino manifiesta. Para ajustar ésta a la oferta racionada se recurre 
a la selección de los aspirantes en función de sus circunstancias, no sólo 
específicas de la demanda técnica, sino también socioeconómicas, con lo que se 
continúa de hecho la práctica benéfica que se negara. 
Las segundas leyes siguen proclamando el universalismo como principio, pero 
las que incluyen disposiciones de aplicación del mismo (Madrid, La Rioja) lo 
limitan a prestaciones que coinciden básicamente con la atención primaria. 
Objetivos y actividades 
En lo que se refiere a objetivos y funciones, el movimiento pro cambio de los 
servicios sociales, dejando a un lado la diversidad de enfoques existentes, 
diagnosticó en la herencia franquista el predominio del asistencialismo: 
atención circunstancial o continuada de carencias, para su remedio sintomático, 
con omisión de acciones de prevención y rehabilitación o equivalente. Algunos 
preámbulos de las primeras diecisiete leyes de acción social y/o servicios 
sociales acogieron el diagnóstico reseñado, así como la propuesta de 
superación correspondiente. Una amplia mayoría de ellas incorporaron como 
principio la idea de prevención. También en la mayoría de los textos 
encontramos el principio de normalización y/o el de integración, relacionables 
con la función rehabilitadora, pero la misma no aparece tan netamente como 
la prevención. 
Pero las disposiciones relativas a actividades de las leyes no indican ni menos 
aseguran en términos concretos como se ll evará a cabo ese ideal de prevención 
y de rehabilitación. Más aún, las leyes de acción social y/o servicios sociales 
no ofrecen un sistema terminológico y conceptual de sus instrumentos de 
acción~ Sirvan como muestra, a mi parecer muy relevante, los conven ios-
programa del Plan Concertado, que fueron asumidos por las Comunidades 
Autónomas. Pues bien, en instrumentos tan aplicados y susceptibles de 
conflictos de interpretación entre las partes las llamadas "prestaciones básicas" 
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fueron (in)definidas en términos como los que pueden verse en los dos textos 
que transcribo: "La prevención e inserción socia l se refiere a intervenciones 
realizadas por equipos profesionales, dirigidas a personas y colectivos en 
situaciones de riesgo o marginación social , con el objeto de prevenir 
marginaciones sociales y, en su caso, lograr la reinserción familiar y social"; 
"La prestación de Alojamiento y Convivencia supone una alternativa para las 
personas que carecen de ambiente familiar adecuado." La ambigüedad de las 
descripciones del Plan Concertado dio ocasión, andando el tiempo, a una 
investigación a posteriori de su contenido prestacional.s En cuanto a la atención 
prestada a los objetivos activos, las declaraciones de las leyes, en general, no 
han prevalecido sobre la fuerte demanda de atenciones de mantenimiento, 
especialmente para situaciones de dependencia funcional, por deficiencias 
aparecidas o agravadas antes o después del envejecimiento. 
No aprecio cambios relevantes en cuanto a objetivos y actividades en las 
segundas leyes. 
Organización técnica 
En el pasado, la organización técnica de las actividades públicas de servicios 
sociales venía combinando dos modelos. Por su lejana fecha, debo citar 
primero la especialización social, es decir, la divi sión del trabajo técnico y los 
soportes institucionales por edades, sexos, discapacidad, inmigraclOn, 
toxicomanías y otras circunstancias personales de relevancia social. A mi 
parecer, este modelo gana terreno durante el franquismo. El otro modelo 
organizativo es el territorial jerarquizado. Frente al atomismo anárquico que 
arranca en la Edad Media, se va promoviendo lentamente un proceso de 
racionalización. Sirvan como ejemplo dos extremos: la concentración de 
hospitales y la emergencia de las acciones de enfoque comunitario . En la Ley 
de Beneficencia de 1849, esta pauta vendría a fundirse con la estructura de 
competencias administrativas; pero de eso hablaré después. 
La ideología internacional relativa a la organización técnica de las 
intervenciones sociales venía criticando el especialismo, contraponiéndole 
diversas formas de territorialismo. En la rama vecina de la sanidad, esta 
tendencia tiene su expresión más conocida en la Declaración de Alma-Ata, de 
12 de septiembre de 1978, emanada de la Conferencia Internacional sobre 
Atención Primaria, de la Organización Mundial de la Salud. En esta misma 
rama sanitaria y a grandes rasgos, según podemos ver en nuestro propio 
ordenamiento: la atención primaria se ocupa de los cuidados comunes, 
demandados o requeridos por la gente de una zona pequeña, mediante centros 
de uso ambulatorio y programas a domicilio; la atención especializada se 
provee, para áreas territoriales que integran varias zonas, mediante centros 
hospitalarios. A ciertos círculos interesados en la política de los servicios 
sociales de nuestro país llegaron, a finales de los años 70, noticias de este 
modelo que estamos llamando territorial , y se formularon propuestas para su 
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aplicación de modo integrado con la estructura de la especialización socia\.6 El 
criterio organizativo de territorialidad no aparece expresado de modo directo en 
los principios de las diecisiete primeras leyes de servicios sociales. Pero de 
modo inequívoco, a partir de la madrileña, las leyes adoptan dos modalidades 
o niveles de oferta: servicios soc iales de atención primaria, bás icos, 
comunitarios o generales, por una parte, y especializados, por otra. 
Parece, pues, que las leyes de servicios sociales hubieran optado por el modelo 
territorial en la organización técnica, pero la recepción de tal modelo en la 
oferta de los servicios sociales se ha producido con ciertas particularidades 
que lo desvirtúan. Es cierto que se configura un primer nivel que parece 
destinado a toda la población. Pero, por normas y decisiones de hecho, ese 
nivel no ha sido dotado para que esa orientación sea efectiva. Un par de 
ejemplos: no se han desarrollado especia lizaciones profesionales equivalentes 
a la medicina de familia , imprescindible para el primer nivel de los servicios 
sociales; se incluyen en la atención primaria prestaciones mediante atención 
domiciliaria , pero no a través de centros de día. Por lo que atañe al segundo 
nivel de los servicios socia les, se adopta para los mismos la denominación 
"especializados", como en asistencia sanitaria. Pero nótese que la oferta de la 
atención sanitaria especializada se estructura por especialidades clínicas y 
quirúrgicas, en tanto que las sociales son básicamente auxiliares. En cambio, el 
segundo nivel de los servicios sociales se configura principalmente por 
colectivos sociales. 
La especialización propICia la mejora técnica, como es sabido. Pero las 
posibilidades a tal efecto de la divi sión del trabajo por colectivos parece ser mucho 
menor que la división por objetos técnicos -como hace la medicina- o por 
contingencias - seguros-o Por otra parte, la especialización social propicia la 
fonnación de guetos; como puede comprobarse en la actualidad. En el tiempo 
postconstitucional, no pasó desapercibido este riesgo a determinados expertos,1 
pero no parece que existiera a la sazón una conciencia extendida del mismo. Es 
posible encontrar en las leyes de servicios sociales alguna pista indicativa del 
peligro en cuestión como, por ejemplo, la adopción de los principios de 
globalización y normalización. Frente a esta conjetura, puede comprobarse que 
todas las primeras leyes, excepto, en cierto sentido, la de Aragón, recurren al 
criterio de las circunstancias personales de relevancia social mencionadas para 
conformar divisiones de los servicios que llaman especializados. No parece, pues, 
que las leyes se protejan de las especializaciones sociales, sino que las buscan. 
Las segundas leyes siguen la pauta de la estructuración de la oferta en dos 
niveles; desaparece así la excepción vasca. En cuanto al contenido de esos 
niveles, cabe señalar que la Ley de Madrid pasa la atención domiciliaria del 
primer ni ve l al segundo. 
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Distribución territorial de competencias y la 
igualdad 
En el curso de la Edad Moderna, se fue poniendo coto al despliegue territorial 
anárquico -{;omo lo fue también en el aspecto técnico- de la oferta de 
protección social , incluyendo la ayuda personal. El asunto es abordado de 
modo sistemático en la Ilustración y cuaja mediante la Ley de Beneficencia de 
1849. Durante el franquismo se registra una tendencia centralista en el 
desarrollo de la acción pública relativa a la materia que aquí se trata, al crearse 
nuevas instituciones todas ellas residentes en la esfera central; recordaremos 
los Servicios Sociales de la Seguridad Social o el !NAS. Es obligado advertir 
que unos y otros desplegaron redes de servicios al menos de alcance provincial. 
Así pues, en el orden territorial , practicaron el centralismo con 
deconcentración. Las Diputaciones y Ayuntamientos permanecieron con la 
Beneficencia anquilosada y arrinconada por la expansión periférica de las 
entidades sociales del Estado central. 
La Constitución de 1978 adopta el principio de descentralización, bien que sólo 
para la acción de la Administración Pública (art. 103 .1). La descentralización 
es, pues, un valor de segundo orden, 110 equiparable a la libertad, la igualdad, 
la democracia o la justicia. Sería ocioso hacer esta observación, si no fuera 
porque el centralismo franquista generó, a la contra, una sobrevaloración 
emocional del descentra/ismo. El asunto tiene importancia práctica sobre todo 
porque la descentralización puede amenazar directamente a la igualdad relativa 
de la protección social, que entiendo fundada en la Constitución vigente (arts. 
1.1 ,9.2 y 14). Ese problema, aparte de su relevancia general, venía a chocar 
con objetivos expresos del movimiento de reforma de los servicios sociales. En 
la Resolución del PSOE de 1979, la relación de principios que adopta aparece 
encabezada por el de igualdad, bien que como objetivo de los servicios 
sociales. Una parte de las leyes de servicios sociales optan por el principio en 
cuestión en términos inequívocos de igualdad de protección. La asunción de 
competencias por las Comunidades es un factor de riesgo obvio para ese 
principio en el plano interregional. Teniendo en cuenta sus competencias, no 
tendría porqué darse tal riesgo dentro de cada Comunidad Autónoma, pero se 
dio desde muy pronto, como veremos. 
Mediante la Constitución y los estatutos de autonomía se produjo una 
descentralización de los servicios sociales a las Comunidades Autónomas, 
salvo los de la Seguridad Social. Así pues, el riesgo de desigualdad de 
protección se produjo. Pronto pudo verse que el particularismo de ciertas 
comunidades autónomas dificultaba seriamente cualquier intervención estatal 
de signo igualitario. El corporativismo regional se opone descaradamente a la 
igualdad incluso en materia tan delicada. Pasando de los principios a las 
cuestiones prácticas, observamos que el régimen de competencia exclusiva de 
las Comunidades Autónomas trajo consigo problemas nada desdeñables. 
Saltando al presente, la acogida humanitaria por la Cruz Roja de los 
inmigrantes que llegan por mar a las costas del Sur nos recuerda cada día que 
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la Administración General del Estado no tiene capacidad para realizar por sí 
esta labor de servicios sociales. Y cabe decir lo mismo cuando el Gobierno de 
la Nación acuerda planes especiales de ayuda víctimas de terrorismo, en los que 
no puede contar con recursos propios para ciertas atenciones .. . 
La transferencia de la ejecución de los serv icios del TNSERSO a la Generalitat 
de Catalunya, fue realizada por el Real Decreto 1517/ 1981 , de 8 de julio, y sería 
seguida por otras. Por esta vía se produce el consiguiente vaciamiento de los 
recursos del INSERSO central. Pero ocurrió también que los sucesivos 
gobiernos de la Nación se abstuvieron de utilizar dicha institución como 
instrumento de una política nacional de servicios sociales que pudiera 
compensar los desequilibrios y lagunas regionales. Ocurrió así pese a que se 
fue incrementando la financiación fiscal , es decir, no contributiva, del Instituto 
- se llegaría al 100% en 2000-. La propugnada Ley nacional de servicios 
sociales, aparte de cubrir algunas pocas funciones de alcance nacional , en el 
caso de que hubiera instituido prestaciones obligatorias y garantizadas por 
derechos subjetivos, habría reducido el ámbito del riesgo de desigualdad de 
protección de los ciudadanos derivada de la residencia en distintas 
Comunidades Autónomas; pero fue abortada por el Gobierno del partido que la 
concibió. Se ha propuesto este argumento legitimador del Plan Concertado: 
" tanto las Leyes Autonómicas como la Ley Reguladora de las Bases del 
Régimen Local dejaban un margen demasiado amplio de discrecionalidad a la 
hora de implantar en el territorio los Servicios Sociales, corriendo el riesgo de 
que no garantizase un mínimo común en todas las Comunidades 
Autónomas ... '" Dejando aparte cuales fueran las intenciones, creo el Plan 
Concertado sirve más al objetivo de convergencia técnica que al de igualdad. 
Por otra parte, es de carácter voluntario, de modo que no garantiza nada, y sólo 
alcanza a las prestaciones del primer nivel. 
Focalizando ahora el interior de las Comunidades Autónomas, procede el 
mismo dictamen sobre la descentralización respecto a los valores superiores. 
y la amenaza a la igualdad de protección de los servicios sociales llega a su 
punto máximo en el interior de las Comunidades Autónomas para el caso de 
los pequeños municipios. La corriente descentra lista imperante alcanzaba sin 
duda al nivel local. En las Conclusiones de las III Jornadas de Servicios 
Sociales Municipales del PSOE, celebradas en 1983, se llegó a ver "el 
Ayuntamiento como punto neurálgico de la política de Bienestar Social".9 No 
obstante este ambiente localista, la Ley 7/ 1985, de 2 de abril, Reguladora de 
las Bases del Régimen Local opta por la atemperación del descentralismo a 
la viabilidad cuando establece que la asignación de competencias a los Entes 
Locales deberá acomodarse "a las características de la actividad pública de 
que se trate y a la capacidad de gestión de la entidad local, de conformidad 
con los principios de descentralización y de máxima proximidad de la gestión 
administrativa a los ciudadanos." (art. 2.1) . 
Por supuesto, ni la idea de la descentralización local ni el criterio de 
viabilidad y buen servicio son privativos de España. En este sentido, es 
obligado recordar que la descentralización local de los servicios sociales que 
se mantiene y/o que se ha incrementado en un buen número de países 
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europeos dignos de ser emulados por la calidad de su oferta públ ica, ha ido 
acompañada de dos medidas pos ibili tantes: 'o el aseguramiento de finan-
ciac ión y la agregac ión de las enti dades loca les, para correg ir e l 
minifundismo municipal. De este modo, la asignac ión de responsabilidades 
amplias en servicios sociales a los municipios suecos, tras reducir su número 
de 2.498 ( 1950) a 286 (1994), no es una operac ión de descentralizac ión 
emocional, sino de rac ionali zac ión, que es e l valor relevante en cuestiones de 
buen servicio. 
Nuestras primeras di ecisiete leyes de acc ión soc ial y/o serv icios sociales no 
esperaron a que se resolviera la financiac ión ni a que los ocho o nueve mil 
municipios ex istentes se reduj eran a ochocientos. Optaron por la des-
centralización generali zada -dentro de cada Comunidad- de una parte 
importante de las competencias en servicios soc iales hacia los entes loca les. La 
denuncia del centra li smo y la propuesta de municipalizac ión podemos 
encontrarlas en algunos preámbulos de nuestras leyes de servicios sociales . 
Debió de ser más importante que esto la incorporación del principio de 
descentralización a la mayorí a de las mismas . Por lo que se refi ere a la 
regulac ión de competencias, las Comunidades Autónomas siguen técnicas 
descriptivas diferentes. Ni para cada caso ni , por consiguiente, para el conjunto 
se ha trazado una di visión de responsabilidades y capac idades mediante la 
aplicac ión de alguna regla simple. Este es un hecho que interesa por si mismo, 
a la vez que dificulta cualquier intento de generalización. Salvado ello, me 
atrevo a formular estas apreciac iones: 1) las Comunidades Autónomas se 
reservan la potestad legislati va y, en general, la reglamentaria; 2) sin perjuicio 
de la participación local, las Comunidades quedan con la responsabilidad 
financiera bás ica; 3) las Provincias apenas reciben responsabilidades, salvo en 
los casos de Castilla y León, Comunidad Valenciana y, sobre todo, e l País 
Vasco; 4) los Municipios y entidades intermunicipa les reciben principa lmente 
responsabilidades de ejecución de servicios, especialmente los del primer ni vel 
organizativo. 
La potestad legislativa de las Comunidades y su responsabil idad financiera 
pudieron haber sido utilizadas para salvar el riesgo de las desigualdades dentro 
de cada una de aquellas en función de las Entidades locales de residencia. A la 
vista de las disposiciones sobre la materia de la Ley Reguladora de las Bases 
del Régimen Local de 1985, no parece que ésta pueda ser un obstáculo para esa 
acción igualadora. Pero es el caso que la principal iniciati va de ese signo fue 
tomada -y es mantenida- por la Administración General del Estado, al 
promover el Plan Concertado. Aparte de las limitaciones que indiqué, parece 
oportuno señalar ahora que este programa de parcheo revela la contradicción 
entre la ideología municipali sta, mencionada en su momento, y la escasa o nula 
voluntad política de una parte muy importante de los sucesivos equipos 
municipales de gobierno. " El Plan Concertado no fue - ni es- la respuesta a un 
clamor de los ayuntamientos deseosos de ofrecer servicios sociales y carentes 
de recursos para ello. Fue, al contrari o, una iniciativa centralista para maquillar 
el fracaso de la descentralización en numerosos municipios ... 
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Entre las segundas leyes, merece un comentario especia l la vasca en punto a 
estructuración territorial de competencias: en virtud del régimen previamente 
adoptado por esa Comunidad, se asigna a las Diputaciones el grueso de las 
competencias de ejecución de servicios sociales especializados. En el 
conjunto de las segundas leyes se aprecia una apertura a la ampliación de la 
capacidad municipal para proveer servicios especializados. La Ley del 
Principado de Asturias crea las áreas de servicios sociales como instrumento 
de desconcentración de la gestión competencial del gobierno regional. 
Entidades privadas 
El régimen de Franco, como correspondía a su naturaleza, limitó y ahogó no 
pocas expresiones de la acción privada. En algunos casos se trataba de asegurar 
la indoctrinación, por lo que se concedieron monopolios de ciertas actividades 
sociales voluntarias, por ejemplo, a la Sección Femenina y al Frente de 
Juventudes. En otros, la profesión de ciertos principios socialistas llevó a 
suprimir la colaboración con la Seguridad Social de las entidades lucrativas . 
Pese a esto, no faltaba quien tenía la impresión de que el franqui smo había 
abandonado la responsabilidad de los servicios sociales en manos privadas, con 
graves consecuencias tanto funciona les como morales. En la Resolución sobre 
servicios sociales del XXVIfI Congreso del PSOE se postula la "superación de 
la dicotomía entre las instituciones y los servicios público , de una parte, y 
privados, de otra . .. ". Llegaba, pues, el tumo de un nuevo intervencionismo 
público. 
Pese a que tal orientación intervencionista no es propia de la democracia 
política, tengo la impres ión de que en aquella coyuntura de superación del 
franquismo se registraba un amplio consenso sobre la misma ... Es cierto que 
en algunas de las diecisiete primeras leyes de servicios sociales, comenzando 
por la vasca, se reconoce un papel importante a las entidades voluntarias, pero 
a la vez se las sitúa en una posición de estricta subordinación dentro del sistema 
público. Por otra parte, las entidades mercantiles son ignoradas prácticamente 
por las leyes, pese a que ninguna nonna superior impide que actúen en la rama 
de los serv icios sociales y a que, por ende, es obligado proveer al menos a 
regular su actividad y controlarla desde el punto de vista del interés del usuario.' 2 
La mayor o menor apertura de los sistemas públicos de servicios sociales a los 
sectores privados parece asunto con fondo ideológico; debe expresar eso que se 
llama el modelo de sociedad. Pues bien, llaman la atención las pocas 
di ferencias que se aprecian entre leyes con paternidades parlamentarias de 
ideologías opuestas. Por otra parte, el régimen que se adopta para la 
colaboración del sector vo luntario no registra las variaciones que 
presumiblemente ameritan las diferencias institucionales del mismo; as í, el 
requisito de democracia interna no debe ser igualmente aplicable en una 
asociación, en una fundación o en un instituto religioso de intervención social. 
Además de la unifonnidad, llama la atención, según dije, el rigor de las 
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condiciones de colaboración o, al menos, el estilo estricto en que se formulan. 
En relación con esto, es de advertir que el estatismo de la mayor parte de las 
leyes quedó evidencia por la incapacidad de las Comunidades Autónomas para 
cubrir por sus medios la demanda de servicios sociales . 
La citada circunstancia debió de influir en el hecho de que el modelo 
intervencionista fuera perdiendo influencia. El cambio más acusado de apertura 
a los sectores privados se dio en la Ley gallega, primera de las siete segundas. 
Participación 
Como ocurriera en su lugar de origen, el "mayo francés" de 1968 inspiró aquí 
una ola propicia al ideal de la participación. No sólo fueron parte de la misma 
los movimientos afines al intento revolucionario mentado, sino también los 
guías y líderes de la sociedad establecida. Hay que decir, en contrapartida, que 
ese ideal participativo se manifestó de modo muy diverso en lo que se refiere a 
sus aplicaciones. Siendo una idea moderna y tan maleable, no es de extrañar 
que tuviera muy extensa acogida en el movimiento crítico relativo a la política 
y los servicios sociales. Podemos encontrar muy vivamente ponderado el ideal 
participatorio en las dos resoluciones del PSOE que vengo citando. 
En general , la idea y el principio de participación son recogidos en las 
exposiciones de motivos y en los articulados de las diecisiete primeras leyes de 
servicios sociales. La aplicación del principio participativo se llevará a cabo 
mediante consejos regulados por aquellas. Los mismos tienen carácter 
consultivo y están compuestos por representantes de organismos públicos y 
entidades voluntarias concernidas, en ocasiones indirectamente, por los 
servicios sociales. Salvo alguna excepción, los propios textos lega les 
establecen estos órganos no sólo para las Comunidades Autónomas, sino para 
otros ámbitos territoriales menores, en línea con lo propuesto en las 
Conclusiones de las II Jornadas Socialistas de Servicios Sociales, de 1981 . 
Entre estos, encontramos una excepción al carácter consultivo antes indicado: 
la Ley de Castilla y León prevé para los Consejos Sociales rurales y de barrio 
que instituye "funciones no sólo de participación, sino que también gestionarán 
programas de acción social..." (art. 23). 
Para valorar la fórmula participativa reseñada conviene recordar al menos los 
hechos que siguen. Pese a que, en general, las leyes dicen regular sistemas 
públicos de servicios sociales, no se vinculan explícitamente a los mismos los 
consejos de participación antes aludidos. Las asociaciones de afectados 
partícipes de los consejos, además de representar a sus miembros como 
usuarios, son receptoras de subvenciones y adjudicatarias de la gestión de 
ciertos servicios por parte de los interlocutores públicos. Por las dos últimas 
circunstancias, la participación establecida no está libre del riesgo clientelista. 
Las segundas leyes no aportan cambios absolutos en lo que atañe a participación. 
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En conjunto se registra un avance de la participación de entidades 
empresariales y sindicales. 
Compuse este texto estando en trámite parlamentario la Ley relativa a la 
dependencia funcional. A la vista del proyecto, la misma producirá un impacto 
muy importante, no sólo en la oferta de los servicios socia les, sino también en 
la arquitectura institucional de los mismos, objeto de esta exposición. 
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